

[image: Imagen de Portada]




[image: inicio]




[image: portadilla]



		
			
				
					
				
				
					
							
							Nosiglia, María Catalina

							Historia de la Universidad de Buenos Aires : 1983-2021 : tomo 4 / María Catalina Nosiglia. - 1a ed. - Ciudad Autónoma de Buenos Aires : Eudeba, 2023.

							Libro digital, EPUB

							Archivo Digital: descarga

							ISBN 978-950-23-3390-8

							1. Historia Argentina. 2. Universidades Públicas. I. Título.

							CDD 378.053

						
					

				
			

			[image: ]

			Eudeba

			Universidad de Buenos Aires

			Primera edición: septiembre de 2023

			© 2023

			Editorial Universitaria de Buenos Aires

			Sociedad de Economía Mixta

			Av. Rivadavia 1571/73 (1033) Ciudad de Buenos Aires

			Tel.: 4383-8025

			www.eudeba.com.ar

			Foto de tapa: Sesión del Consejo Superior, 10/07/2019. Archivo histórico de la Universidad de Buenos Aires

			Diseño de tapa: Pablo Alessandrini

			Corrección y composición general: Eudeba 

			Queda rigurosamente prohibida, sin la autorización escrita de los titulares del “Copyright”, bajo las sanciones establecidas en las leyes, la reproducción parcial o total de esta obra por cualquier medio o procedimiento, incluidos la reprografía y el tratamiento informático.

			Inscripción ley 11.723 en trámite

			ISBN edición digital (ePub): 978-950-23-3390-8

		


Índice de contenido


  Presentación



  Capítulo 1. La normalización del sistema universitario argentino y el rectorado de Francisco Delich (1983-1986)



  Capítulo 2. La reforma del sistema universitario argentino durante la década del 90 y el rectorado de Oscar Shuberoff (1986-2002)



  Capítulo 3. El sistema universitario en los albores del siglo XXI. El rectorado de Guillermo Jaim Etcheverry, la crisis institucional de la UBA y su resolución (2002-2006)



  Capítulo 4. La UBA en el marco de un nuevo mapa universitario. El rectorado de Ruben Hallu (2006-2013)



  Capítulo 5. La UBA se encamina hacia su bicentenario. Hitos institucionales durante el rectorado de Alberto Barbieri (2013-2021)



  A modo de cierre



  Referencias bibliográficas



  Anexo I. Listado de entrevistas realizadas



  Anexo II. Periodización de los presidentes de la Nación y rectores de la UBA



  Anexo III. Selección de normativas destacadas



  Anexo IV. Series estadísticas de la educación superior argentina



		
			PRESENTACIÓN

			La Universidad de Buenos Aires fue la segunda universidad creada en el actual territorio argentino. En tanto universidad pública, contribuyó desde sus orígenes a la formación de profesionales, a la investigación científica y tecnológica, y a la creación artística. En la actualidad, es uno de los principales centros de producción de conocimiento y de formación de profesionales, científicos y líderes en distintos campos del saber y del debate político.

			En vista a la celebración de su bicentenario, el Consejo Superior de la UBA creó en el año 2011 el programa Historia y Memoria: 200 años de la Universidad de Buenos Aires, con el fin de reflexionar sobre su historia institucional, comprender su presente e imaginar un proyecto de comunidad profesional y científica de cara a los desafíos que plantea el siglo XXI.

			En este libro, parte de un conjunto de cuatro volúmenes que recorren la historia de la Universidad, se aborda el período que se extiende desde su normalización en 1983 hasta la actualidad. Por lo tanto, se analizan los desafíos que debió afrontar la comunidad universitaria durante el proceso de recuperación de la democracia y de la propia institución, en un escenario de crecimiento exponencial de la matrícula y de significativas transformaciones en las relaciones entre el Estado, las universidades y la sociedad civil.

			Este volumen se diferencia de los anteriores, ya que no es una compilación de ensayos de diferentes autores que recorren hitos históricos de cada período. Por su contemporaneidad, el trabajo asumió un enfoque cualitativo en el que se privilegiaron dos técnicas de investigación: el análisis documental y las entrevistas a actores institucionales clave. Esta tarea de investigación no hubiera sido posible sin la colaboración inicial de Nadia Yannuzzi y final de Brian Fuksman quienes me acompañaron en la realización y análisis de las entrevistas. Asimismo, como docente, investigadora y autoridad, fui parte de la vida institucional de la etapa abordada, por lo cual mi propia experiencia es recuperada en el relato institucional. Dada la cercanía temporal con los asuntos expuestos, las conclusiones y juicios que aquí se presentan son provisorios; espero, sin embargo, que puedan resultar un insumo valioso para el debate institucional.

			El libro se organiza en cinco capítulos que recorren las políticas universitarias en las distintas etapas de la historia reciente del país y, a su vez, abordan el período de cada uno de los rectores y los hitos institucionales de la UBA. Para dar cuenta de las políticas universitarias, se analizó la normativa, se relevaron fuentes secundarias y se realizaron entrevistas a quienes se desempeñaron como autoridades y a representantes del movimiento estudiantil. Todas ellas fueron incorporadas al archivo histórico de la Universidad.

			El primer capítulo analiza el período de normalización del sistema universitario argentino, un programa político impulsado a nivel nacional por el gobierno elegido democráticamente en 1983 tras la culminación de la última dictadura militar. Durante esta etapa tuvieron lugar profundos cambios educativos que ubicaron a las universidades en un rol protagónico. Entre 1983 y 1986 se registró un crecimiento exponencial de la matrícula universitaria y, simultáneamente, las autoridades de las universidades debieron desmantelar las lógicas excluyentes y represivas instauradas por el gobierno de facto. En este capítulo se analizan las principales políticas desarrolladas por el rector normalizador Francisco Delich, quien abordó el desafío de hacer factible la apertura de la Universidad y su fortalecimiento institucional.

			El segundo capítulo se centra en un período histórico de profundas reformas del sistema universitario, que impactaron en el gobierno de las instituciones y de la UBA en particular. Este período comienza con la asunción del presidente Carlos Menem en 1989 y concluye con el estallido de la crisis económica, política y social de 2001, durante la presidencia de Fernando de la Rúa. Se examinan aquí las políticas específicas desarrolladas por las autoridades de la Universidad que, en determinadas situaciones, confrontaron iniciativas políticas del Estado Nacional, y las políticas académicas y científicas impulsadas por el rector Oscar Shuberoff, así como su propuesta de reforma institucional.

			El tercer capítulo recorre los primeros años tras el estallido de la crisis de 2001 y el gobierno presidido por Néstor Kirchner hasta 2007. En el ámbito de la UBA se trata de una etapa en la que la institución, con el rectorado de Jaim Etcheverry, debió afrontar severas restricciones presupuestarias. Durante este período se suscitará, también, un crecimiento exacerbado de la conflictividad interna que tendrá un momento crítico cuando en 2006 la Universidad se vea imposibilitada, por más de ocho meses, de elegir a un nuevo rector. Pese a este escenario, la UBA logró desplegar en estos años importantes iniciativas académicas, científicas y políticas.

			El cuarto capítulo analiza el período que abarca desde el primer mandato presidencial de Cristina Fernández de Kirchner, iniciado el 10 de diciembre de 2007, hasta 2013. Durante esta etapa se registró un importante crecimiento del número de instituciones de enseñanza superior y, a su vez, se desarrollaron políticas sistémicas que comenzaron a configurar un nuevo mapa universitario. En el seno de la UBA, el período cubre salida de la crisis institucional de 2006 y el rectorado de Ruben Hallu. 

			El quinto capítulo recupera los principales hitos de la UBA y del país desde 2013 hasta la actualidad. Específicamente, se analizan las políticas académicas y científicas desarrolladas durante el rectorado de Alberto Barbieri y se exploran los desafíos y trasformaciones institucionales que suscitó la pandemia por el COVID-19, durante 2020.

			Las páginas de “A modo de cierre”, finalmente, están destinadas a sintetizar el camino recorrido y a trazar algunas líneas generales que permiten imaginar el futuro de la Universidad.

		


		
			CAPÍTULO 1. LA NORMALIZACIÓN DEL SISTEMA UNIVERSITARIO ARGENTINO Y EL RECTORADO DE FRANCISCO DELICH (1983-1986)

			En este primer capítulo se analiza el proceso de normalización del sistema universitario argentino, un programa político impulsado a nivel nacional por el gobierno elegido democráticamente en 1983 tras la culminación de la última dictadura. 

			Durante esta etapa tuvieron lugar profundos cambios educativos que ubicaron a las universidades en un lugar protagónico. Entre 1983 y 1986 se registró un crecimiento exponencial de la matrícula y, simultáneamente, las autoridades de las universidades debieron desmantelar las lógicas excluyentes y represivas instauradas por el gobierno de facto.

			El capítulo se estructura en dos apartados. En el primero se analiza el contexto de normalización de las universidades nacionales iniciado con el retorno de la democracia, mientras que el segundo se enfoca en el caso de la UBA. Además del análisis documental, se recupera la voz de los protagonistas que participaron en la ardua tarea de normalizar el sistema universitario argentino.

			1. El contexto: la normalización de las universidades nacionales

			Desde la creación de la Universidad de Córdoba en 1613, los acontecimientos nacionales, regionales e internacionales incidieron significativamente en las instituciones educativas de nivel superior. Las universidades fueron, a su vez, protagonistas e impulsoras de numerosas transformaciones culturales, sociales, técnicas y políticas, aunque también sufrieron interrupciones institucionales que desarticularon proyectos educativos y científicos en marcha. 

			Una de las interrupciones más dramáticas se produjo durante la última dictadura, que se extendió desde el 24 de marzo de 1976 hasta el 10 de diciembre de 1983. En este período se profundizaron las políticas represivas y la persecución ideológica, y se sancionó la ley de facto 21.276, que suprimió la autonomía universitaria, desmanteló los órganos colegiados y prohibió las actividades gremiales y políticas. Se produjo, asimismo, una cesantía masiva de docentes y se implementaron políticas que restringieron el acceso a la educación universitaria, como la reinstauración de los aranceles, los exámenes de ingreso y un sistema de cupos por carreras (Buchbinder, 2012). 

			La investigación también se vio afectada negativamente. Bekerman (2016) explica que durante el gobierno de facto se efectuó una transferencia de fondos desde las universidades nacionales hacia el Conicet,(1) lo que produjo un profundo distanciamiento entre ambas instituciones y la desarticulación de numerosos grupos universitarios de investigación. 

			En 1982, tras la derrota en la Guerra de Malvinas, que aceleró la caída del gobierno militar, la vida política comenzó a normalizarse paulatinamente. Este proceso gradual tuvo un singular impacto en el ámbito académico, en general, y en la militancia estudiantil, en particular (Levenberg y Merolla, 1988). Andrés Delich, presidente de la Federación Universitaria de Buenos Aires (FUBA) en 1983, lo menciona en su testimonio.

			En abril del 82 se desata la guerra y nosotros nos encontramos instalando una mesita en la Facultad de Económicas bajo el pretexto de recolectar futuros dadores de sangre para Malvinas. Esa era la excusa para poner una mesa en la entrada de la facultad. Enseguida vino la policía, vino el decano y respondimos que todos nosotros éramos argentinos y estábamos por Malvinas. Conclusión: nos dejaron la mesita y quedamos nosotros con gente anotándose. Y ahí empieza la actividad política encubierta con la situación de Malvinas. Para que se den una idea, en febrero éramos 7 y para fines de junio ya éramos 40 en la agrupación.

			En las universidades se organizaron comisiones procentro de estudiantes, que nuclearon a jóvenes con formación y afinidades políticas diferentes, y en septiembre de 1984 se logró reconstituir la Federación Universitaria Argentina (FUA). Durante aquella etapa inicial, la FUA estuvo conducida por Franja Morada, brazo universitario de la Unión Cívica Radical (UCR) y por el Movimiento Nacional Reformista, enmarcado en el Partido Socialista.

			Nosotros empezamos a armar las comisiones del centro de estudiantes al final de la guerra de Malvinas en el 82 y pensábamos que la recuperación de la democracia era fundamental para poder producir un cambio en la universidad. Yo militaba en la Facultad de Arquitectura y ahí conformamos una comisión procentro de estudiantes donde había gente de distintas posiciones políticas. Algunos decían que eran peronistas, otros radicales y también había agrupaciones independientes (Martín Baintrub, presidente de la FUBA entre 1984 y 1985). 

			No obstante, y pese al inminente retorno del orden democrático, el régimen militar intentó perpetuarse en las universidades a través de un llamado masivo de concursos; ese fue el escenario con el que se encontró el gobierno encabezado por el presidente Raúl Alfonsín.

			A partir del retorno a la democracia, el sistema universitario argentino inició un acelerado proceso de transformación. Uno de los cambios más destacados fue la expansión en el acceso. Si bien durante el siglo XX se registraron procesos de masificación en los distintos niveles del sistema educativo argentino y en América Latina en general, la expansión del nivel superior se intensificó a partir de la década del ochenta (Rama, 2009), luego de un período de estancamiento durante la dictadura, cuando a las restricciones en el ingreso se le sumaron las cesantías masivas de docentes universitarios y el cierre de carreras y hasta de la Universidad Nacional de Luján, en 1979 (Buchbinder y Marquina, 2008).

			Ya restaurado el orden democrático, el gobierno de Raúl Alfonsín desarrolló una política de normalización universitaria que implicó el restablecimiento de gobiernos universitarios colegiados, la reincorporación de los docentes cesanteados, el reconocimiento de los centros de estudiantes y la restitución de los estatutos universitarios que regulaban a las instituciones hasta el golpe de 1966. Además, se desarrollaron políticas que fomentaron el acceso mediante la supresión de los cupos de ingreso. 

			Cabe destacar que las universidades fueron objeto de atención por parte de Alfonsín muy tempranamente. De hecho, en un documento elaborado durante la campaña presidencial, denominado “100 medidas para que su vida cambie”, se proponía la derogación de los aranceles, la necesidad de sancionar una nueva ley universitaria y la sustanciación de nuevos concursos para reincorporar a los profesores que habían sido expulsados por las políticas represivas. La cuestión universitaria también estuvo presente durante el mensaje de Alfonsín en la Asamblea Legislativa de 1983: 

			Para el gobierno de la universidad hemos sostenido permanentemente los principios de la reforma universitaria iniciada en 1918, a los cuales adherimos con la convicción más absoluta de su constante e histórica vigencia [...]. No haremos ahora otra vez el penoso inventario de los males que ha padecido la universidad argentina en los años recientes. Solo aseguramos que les pondremos inmediato remedio, implantando un régimen de gobierno y administración de las casas de estudio que se apoye en los principios reformistas de la conducción tripartita, el diálogo entre los claustros y dentro de cada uno de estos, el coloquio intelectual dinámico y fecundo y la democratización integral del sistema. A su tiempo, y en este marco conceptual y ético, la universidad misma, operando con los instrumentos de su autarquía administrativa y su autonomía académica, reorganizará sus cuadros docentes mediante limpios concursos de antecedentes y oposición, con preeminencia de este último método, jerarquizará y modernizará sus actividades y se abrirá definitivamente a todos los jóvenes capaces, de todas las extracciones sociales, cuyo ingreso no se trabará con cupos ni restricciones arbitrarias [...]”.(2)

			Los principales marcos normativos que estructuraron el proceso normalizador fueron el decreto N.° 154/83 y la Ley N.° 23.068/84, que facultaron la designación de rectores y decanos normalizadores por parte del Ejecutivo Nacional. La función de estas autoridades era restaurar los antiguos estatutos vigentes al 29 de julio de 1966,(3) y convocar a elecciones en el marco de un régimen de gobierno colegiado. Sobre esta cuestión, Unzué (2020) destaca la existencia de un debate más o menos explícito sobre el modelo de universidad que se quería reconstruir. Argumenta que el gobierno de Alfonsín privilegió el andamiaje jurídico del sistema universitario que fue interrumpido en 1966, pero omitió toda referencia a la Ley N° 20.654 sancionada durante el gobierno constitucional de Héctor Cámpora en 1974. 

			Sobre el contenido específico de este nuevo marco normativo, la Ley N° 23.068 estipuló plazos para culminar el proceso de normalización y asignó atribuciones a los responsables de liderar este proceso:

			[...] la normalización a que se refiere este régimen se cumplirá en el plazo de un año; prorrogable por otro plazo no mayor de ciento ochenta días, si las circunstancias así lo hicieran necesario, a contar desde la vigencia de la presente ley.(4)

			En cuanto a las atribuciones otorgadas a los rectores normalizadores y al Consejo Superior Provisorio, estas fueron definidas en los artículos 5 y 6, respectivamente. Al rector normalizador le correspondía, entre otras atribuciones:

			[...] la representación de la universidad y el ejercicio de la jurisdicción superior universitaria; convocar al Consejo Superior Provisorio a sesiones ordinarias o extraordinarias, presidir sus deliberaciones y ejecutar sus resoluciones; ejercer la conducción administrativa, económica y financiera de la universidad y supervisar la de las unidades académicas [...].(5)

			Por su parte, al Consejo Superior Provisorio le correspondía: 

			Establecer las modificaciones que se consideran necesarias a los estatutos universitarios puestos en vigencia, los que serán elevados a los fines de su aprobación al Ministerio de Educación y Justicia; proponer al Ministerio de Educación y Justicia la creación, división, fusión o supresión de facultades o unidades académicas equivalentes; la suspensión o separación del rector, vicerrector o de los decanos por las causas previstas en el respectivo estatuto [...]; aprobar, a propuesta del rector, el presupuesto de la universidad, sus ajustes y modificaciones, en los casos que corresponda, para su posterior elevación al Poder Ejecutivo Nacional; resolver las propuestas de nombramientos y remoción de profesores ordinarios y extraordinarios y decidir respecto de sus renuncias [...].(6)

			El Decreto N° 154/83, por su parte, disponía que el Consejo Superior Provisorio debía estar conformado por el rector normalizador, los decanos normalizadores y por dos delegados de la Federación de Estudiantes.(7) El decreto también reconocía la existencia de los centros de estudiantes.(8) Un año después, la Ley N° 23.068 estableció que cada universidad debía asegurar la participación de los docentes en los Consejos Superiores Provisorios; su número y forma de elección estarían determinados por los respectivos claustros.(9)

			También fueron relevantes las leyes N° 23.151 (1984) y la N° 23.569 (1988), que fijaron el régimen económico financiero de las universidades nacionales. Mientras que la primera otorgó autarquía a las universidades y restituyó la gratuidad de la enseñanza, la segunda les dio mayores niveles de autonomía tras autorizar la obtención de recursos adicionales provenientes de la venta de bienes o la prestación de servicios. También especificó que la gratuidad estaría limitada a la enseñanza de grado.

			En relación con las lógicas políticas que asumió el proceso normalizador, Stubrin (2001) destaca que los rectores normalizadores designados por el gobierno de Alfonsín eran cuadros políticos de la UCR. Esto explicaría la consolidación de un rasgo distintivo y contemporáneo de las universidades nacionales argentinas: la participación de partidos políticos en el gobierno de las universidades. Por su parte, Buchbinder y Marquina señalan que la participación política en el claustro estudiantil fue también fundamental y destacan la hegemonía alcanzada por la agrupación Franja Morada, que durante las primeras elecciones estudiantiles de la UBA, celebradas en 1982, triunfaron con el 47,79% de los votos. Sobre este fenómeno, los autores explican que los partidos políticos apoyaron el movimiento estudiantil, a la vez que se nutrían de aquel por ser un ámbito permeable a la formación de cuadros políticos (Buchbinder y Marquina, 2008). De hecho, durante esta etapa de normalización universitaria, el movimiento estudiantil ofrecerá su apoyo al gobierno de Alfonsín. Sobre esta cuestión, Andrés Delich explicaba:

			Nosotros, como movimiento estudiantil, sosteníamos un programa que contaba con los siguientes puntos: el ingreso irrestricto, la gratuidad, la recuperación de la universidad y el gobierno tripartito. Y cuando asume Alfonsín, enseguida cumplió con la mayoría de esos puntos que habíamos votado en la FUBA. Además, nuestro lugar en las universidades era fundamental en la medida en que los decanos y los rectores normalizadores surgieron de ternas que habían propuesto los centros de estudiantes y la Federación Universitaria Argentina. [...] La relación con el gobierno era extraordinaria en el sentido de que el ministro Alconada era un hombre del reformismo más absoluto, con el cual nosotros teníamos contacto permanente y también con las autoridades académicas. 

			Acerca del contenido del ideario reformista, Pérez Lindo (2017) explica que en esta tradición los estudiantes tienen una elevada representación en los consejos directivos y superiores, y que a menudo se fusionan con los representantes de los graduados, alcanzando mayores niveles de injerencia en la toma de decisiones. El autor explica que este modelo de participación en la toma de decisiones es único en el mundo. 

			De manera complementaria, corresponde señalar que en el marco de esta política de normalización universitaria se registró una destacada expansión de la matrícula de grado que solo en el período 1983-88 acumuló un crecimiento de más del cincuenta por ciento, pasando de 416.000 a 652.797 estudiantes.(10) Ese crecimiento se localizó en las propias universidades preexistentes: durante la década del ochenta solo se creó la Universidad Nacional de Formosa −a partir de un conjunto de institutos de la zona que dependían de la Universidad Nacional del Nordeste− y se reabrió la Universidad Nacional de Luján; no se crearon nuevas universidades privadas.

			Los cargos docentes se incrementaron con el fin de atender la demanda creciente de estudiantes, y como resultado de la reincorporación de los docentes que habían sido cesanteados durante el gobierno militar. Sobre esta cuestión, la Ley N° 23.068 estipulaba: 

			Dentro de los sesenta (60) días de promulgada la presente ley, cada universidad asegurará la existencia de un régimen de reincorporación que contemple la situación del personal docente y no docente cesanteado, prescindido u obligado a renunciar por motivos políticos, gremiales o conexos, reconociendo las categorías al momento de las cesantías y computándosele la antigüedad hasta el momento de su reincorporación, que no deberá exceder los noventa (90) días de promulgada la presente ley.(11)

			Asimismo, la normativa estableció la posibilidad de que distintas partes interesadas impugnaran los concursos sustanciados durante el gobierno de facto.(12) Este andamiaje jurídico dio a las autoridades normalizadoras y a los miembros de los órganos colegiados provisorios herramientas para desandar el intento del régimen militar para perpetuarse en las universidades a través del llamado masivo de concursos.

			En cuanto a los salarios docentes, fueron impactados negativamente por los problemas económicos registrados durante los últimos años del mandato de Alfonsín. Stubrin (2001) señala, además, que para atender a un número creciente de estudiantes se crearon cargos docentes de dedicación simple en detrimento de las dedicaciones exclusivas.(13) Estos problemas resultaron sumamente desafiantes para las universidades, que debieron planificar la expansión de su matrícula en condiciones de restricción presupuestaria. Bertoni (2007) señala que además de financiar el incremento de la planta docente, las universidades debieron invertir en edificios y en equipamientos, a tal punto que los gastos de capital pasaron a representar alrededor del 20% de su presupuesto total. 

			La conflictividad laboral también creció. Medina (2017) argumenta que durante la década del ochenta los sindicatos docentes universitarios participaron en la construcción de la democracia institucional a la vez que fueron protagonistas de huelgas que se agudizaron a partir de 1986 y, principalmente, durante 1989, tras el proceso hiperinflacionario. 

			Otro hecho destacado de política universitaria fue la “reinauguración” del Consejo Interuniversitario Nacional (CIN) mediante el decreto N° 2461/85. El CIN fue organizado como un espacio de adhesión voluntaria que tenía como fin coordinar entre las universidades nacionales las políticas para el sistema.(14) En otra publicación de mi autoría, destacaba el carácter voluntario de esta política como un indicador de la voluntad del gobierno nacional de promover un tipo de coordinación sistémica que resguardara, al mismo tiempo, la autonomía universitaria (Nosiglia, 2004). En cuanto a las atribuciones del organismo, la normativa dispuso: 

			El Consejo Interuniversitario Nacional (CIN) tendrá como misión la coordinación de las políticas entre las universidades nacionales y de ellas con los distintos niveles y jurisdicciones de la educación en la República Argentina; la cultura y los organismos de investigación científica y técnica.(15)

			Durante el mismo año, el Gobierno Nacional aprobó el decreto N.° 1967-85, que creó el Sistema Interuniversitario del Cuarto Nivel (SICUN), al que también podían adherir libremente las universidades nacionales. El sistema debía promover el desarrollo del nivel y la organización de programas de formación en docencia e investigación.

			El texto legal de ambos decretos puede ser caracterizado, en términos de Levy (1990), como un tipo de coordinación sistémica con gobierno central mínimo, en la medida en que el gobierno nacional maximizó las libertades de las universidades y estimuló procesos de autorregulación. 

			Una de las principales políticas en las que participó el CIN, y que no alcanzó a implementarse durante el gobierno de Alfonsín, fue la firma de un acuerdo con el Ministerio de Educación para la creación del Programa de Fortalecimiento a la Gestión y Coordinación Universitaria. Este programa, cuyo propósito era la mejora de la calidad educativa, contaría con el apoyo financiero del Banco Mundial. Preveía el desarrollo de evaluaciones institucionales con foco en la pertinencia de las funciones académicas de docencia, investigación y extensión. El programa no logró ponerse en marcha debido al debilitamiento del gobierno de Alfonsín y el adelantamiento del traspaso del gobierno nacional.(16)

			En síntesis, el escenario nacional, que operó como contexto de la vida institucional de la UBA, estuvo signado por una política de normalización universitaria que procuró restablecer los principios reformistas. Asimismo, se registró una importante expansión de la matrícula impulsada por la supresión de los cupos universitarios y el restablecimiento de la gratuidad de la enseñanza. Los costos crecientes que requería dicha expansión, en un contexto de restricción presupuestaria, devino en serias dificultades para el sistema universitario argentino. Cada institución buscó resolver esta situación problemática de forma singular y el contenido de las políticas desplegadas guardan relación con su respectiva tradición institucional. En el siguiente apartado se examinará el caso de la UBA.

			2. La normalización de la Universidad de Buenos Aires

			En diciembre de 1983 fue designado el Dr. Francisco Delich como rector normalizador de la UBA, con el objeto de conducir un proceso de normalización del funcionamiento institucional. Este culminó en marzo de 1986. Afiliado a la Unión Cívica Radical y abogado de profesión, Delich había sido presidente de la Federación Universitaria de Córdoba y luego de la FUA. 

			En el marco del proceso normalizador, se implementaron una serie de políticas que permitieron restablecer los principios reformistas y afrontar los desafíos inherentes al proceso de democratización y expansión de la Universidad. Uno de los primeros cambios consistió en la restauración del Estatuto de 1958 con sus modificaciones parciales de 1960.(17) Es importante destacar que durante su prolongada historia la UBA contó con numerosos estatutos que ordenaron su vida institucional y su gobierno. Sin embargo, muchas de sus reformas estatutarias fueron forzadas por la sanción de leyes de facto. De hecho, en 1981, en el marco de la última dictadura militar, el rector interventor Lucas Lennon reformó el estatuto adecuando su contenido a las regulaciones de la Ley 22.207 de 1980, manteniendo un cogobierno restringido y una fuerte intervención estatal, ya que el rector era designado por el Poder Ejecutivo Nacional.

			En relación con el contenido del estatuto de 1958/60, vale la pena destacar que incorporó por primera vez la representación del claustro de graduados y restableció la participación estudiantil plena que había sido limitada durante las dos primeras presidencias de Perón. También incrementó la representación de los auxiliares docentes tanto en el Consejo Superior como en los Consejos Directivos de las facultades.

			En 1985 se aprobó una reforma parcial del estatuto (Res. C.S.P. N.° 991/85 y Ministerio de Educación y Justicia de la Nación N.° 3028/85): se incrementó de 1 a 2 años la duración de los mandatos de los consejeros estudiantiles y se modificaron los requisitos de elegibilidad de los representantes estudiantiles con el objeto de adecuar el estatuto al nuevo sistema de ingreso instaurado por el Ciclo Básico Común (CBC). De este modo, se estableció que podrían ser representantes por el claustro estudiantil aquellos estudiantes que hubiesen aprobado por lo menos cuatro materias del CBC o, si habían ingresado antes del establecimiento del CBC, al menos cuatro materias de su carrera.

			Otro de los temas centrales que estuvieron en la agenda universitaria fue la revisión de los concursos docentes en el marco de la Ley N.° 23.068 de Normalización de las Universidades Nacionales. Sobre este punto, en el interior de la UBA se plantearon dos posiciones relativamente contrapuestas: 1) un proceso limitado en el que solo se revisaran aquellos concursos que fueran impugnados durante este período de normalización universitaria o 2) la anulación generalizada y automática de todos los concursos sustanciados durante la dictadura. El movimiento estudiantil presionaba por la anulación generalizada de los concursos. Andrés Delich recuerda:

			Durante el 84, la UBA empieza a discutir modificaciones estructurales y sobre los modelos de universidad y, entonces, inevitablemente, aparecen las discusiones sobre la vuelta de los profesores exiliados y qué hacer con los llamados a concursos de la dictadura. En aquel entonces, nosotros como movimiento estudiantil teníamos un criterio muy principista en el sentido de que los concursos de la dictadura tenían que ser absolutamente abolidos. Sin embargo, se nos planteaba desde una posición más pragmática que alrededor del 80% de las cátedras habían accedido por sus antecedentes académicos y que, de hacerse nuevamente los concursos, probablemente volverían a ganar. Esto era así, especialmente, en las carreras de Exactas, donde los profesores eran tipos que no habían sido puestos por la dictadura y su único “pecado” había sido ser profesor durante esa época.

			Se trataba de todo un dilema que en aquel entonces nos costaba entender. Uno de los dramas de la universidad argentina es que los que llegaban querían echar a los otros y luego los nuevos echaban a los anteriores. Entonces, el desafío de esta nueva democracia era parar el péndulo y dejar de echar de un lado y del otro.

			Esta posición del movimiento estudiantil suscitó las principales discusiones con la gestión de Delich, como lo explica Martín Baintrub:

			Con el tema de los concursos se produjo el principal conflicto entre el movimiento estudiantil y la gestión de Delich y del ministro Alconada. Nosotros, desde la Franja, sosteníamos la posición de anular todos los concursos. De hecho, una de las primeras acciones que hicimos fue comenzar a impugnarlos. Recuerdo que había varias causales para poder impugnarnos como, por ejemplo: la presencia de alguien que había querido concursar, pero no había podido hacerlo porque estaba en el exilio. Entonces, fuimos a buscar gente que había estado en el exilio y tuviera antecedentes académicos como para poder aspirar a esos cargos, y les pedimos que los impugnara. Todo este trabajo fue parte de nuestra militancia universitaria. 

			La posición alternativa, que finalmente se aplicó, consistía en revisar solamente aquellos concursos que fuesen objeto de impugnación. Sobre la forma en que se aplicó dicha posición, Lucas Luchilo, secretario de Extensión y Bienestar Estudiantil entre 1986 y 1990 relata:

			Con los concursos se diseñó un sistema de revisión que tuvo una razonable legitimidad porque en no todas las facultades se habían registrado situaciones de discriminación. También todos teníamos claro que el momento de la purga de docentes universitarios había sido más profunda en el 74 que en el 76, y especialmente en algunas facultades como Filosofía y Letras. En cambio, en otras facultades, como Odontología, había habido menos vaivenes ideológicos. También pasaba que, por las propias características de su campo profesional, en facultades como Odontología no había centenares de docentes que quisieran entrar a la universidad.

			De todos modos, el proceso de revisión de los concursos sustanciados durante la dictadura generó confrontaciones con los sectores militares que aún conservaban cierto poder durante los primeros años del retorno de la democracia. Laura Musa, secretaria jurídica y secretaria de Extensión y Bienestar estudiantil entre 1983 y 1986, recuerda:

			Durante los procesos de revisión de los concursos debimos responder un montón de recursos de amparo. Si bien no habíamos hecho lo que hicieron los montoneros cuando llegaron a la universidad, que desconocieron todo, nosotros tuvimos que destinar mucho tiempo a responder los recursos judiciales que nos llegaban. Los tipos nos ponían amparos argumentando que nosotros no teníamos legitimidad, como si ellos la tuvieran en una dictadura. Esos primeros años fueron muy desafiantes porque la universidad no daba abasto. No teníamos un servicio jurídico y, entonces, debíamos responder todos los amparos y hacer la convocatoria a nuevos concursos donde estos tipos podían volver a presentarse.

			En relación con el fenómeno de expansión del sistema universitario, que se intensificó tras el retorno del orden democrático, las autoridades normalizadoras en la UBA resolvieron la supresión de los aranceles y, en la mayor parte de las facultades, también se suprimió el examen de ingreso. Sobre estas medidas, el rector Delich recordaba en sus memorias:

			El 26 de diciembre por la mañana llegué solo al edificio de la calle Viamonte. Subí al primer piso, toqué una puerta, me presenté a una secretaria, le pregunté si podía tomar un dictado, asintió, nos sentamos y escribió. La primera resolución del rector estableció que se anulaban los aranceles para los estudiantes y se eliminaba el sistema de cupos [...]. Al día siguiente dictamos otra resolución ejerciendo la autonomía: a partir de la fecha el ingreso y circulación en las casas de estudios dependientes de esta universidad será libre, sin sujeción a la exhibición de documento o credencial de ningún tipo. La sombra de la dictadura, el control dentro y fuera de las aulas comenzaba a alejarse.

			La segunda decisión tuvo repercusión inmediata. Los años de vigencia del cupo habían dejado sin ingreso entre treinta y cincuenta mil estudiantes solo en la carrera de Medicina. El Ministerio de Educación decidió, atinadamente, mantener el sistema de ingreso con exámenes restrictivos: alcanzar un mínimo de siete puntos (luego disminuido a seis) para ingresar a la universidad, de modo que el ingreso previsto en marzo de 1984 no sería caótico. Nos daría tiempo para implementar un sistema que conciliara calidad con cantidad. El sistema de ingreso con examen eliminatorio había sido el sistema de la universidad democrática (1958-1966) que se mantuvo durante el Proceso, pero acompañado del sistema de numerus clausus (cupos).

			Ambas decisiones, la anulación del arancel y la supresión del sistema de cupos para el ingreso, eran demandas de la Federación Universitaria Argentina, que durante toda la dictadura mantuvo en la presidencia a Roberto Vázquez, y que Raúl Alfonsín había incorporado explícitamente entre sus compromisos electorales en el área de educación. (Delich, 2014: 29-30)

			Ahora bien, frente al crecimiento exponencial de la matrícula, la UBA debió desarrollar una política específica para hacer viable aquella expansión: la creación del CBC. En 1984, a través de la resolución del Consejo Superior Normalizador N.° 323/84 se creó el CBC y un año después fue implementado. La normativa dispuso “establecer a partir de 1985 un ciclo básico común, que constituirá la primera etapa curricular de las carreras de la Universidad de Buenos”.(18) Asimismo, se especificó que dicho ciclo tendría una duración de un año, constituido por tres trimestres.

			La misma normativa previó la conformación de comisiones asesoras y de planeamiento cuya función fue la programación del diseño curricular, así como el estudio de las necesidades edilicias, del personal docente y de apoyo y las erogaciones presupuestarias que permitieran la implementación. Además, la conformación del CBC estimuló la revisión y actualización de los planes de estudio de las carreras de la UBA. También se debió destinar recursos financieros para la construcción de sedes en la Ciudad de Buenos Aires para albergar a la nueva unidad académica. 

			La implementación del CBC resultó sumamente desafiante y generó resistencias provenientes de distintos sectores. Lucas Luchilo conceptualizó de la siguiente manera los desafíos:

			Lo que pasa es que el CBC tenía dos grandes dificultades para resolver. Una era de tipo curricular político y la otra era instrumental. En la medida en que el CBC era presentado no como una instancia previa o un curso de ingreso sino como parte del currículum de las carreras de grado, eso requería que cada facultad reajustara sus planes de estudio a la existencia del ciclo básico. O sea, las facultades tenían que hacer algunos malabares. Además, en un contexto de mucho trabajo donde se estaban revisando los concursos. Entonces, ahí hubo todo un proceso de negociación con las facultades para rediseñar los planes de estudio que fue bastante complejo. 

			El otro problema era el de la implementación. ¿Cómo hacías para inscribir y meter en las aulas y tener profesores para cuarenta mil pibes, en seis meses? Yo trabajé en eso y fue todo un desafío. Recuerdo que yo estaba un día antes de comenzar las clases con otro compañero manejando un camión para trasladar bancos de un lugar a otro, para poner los bancos en las aulas. O recuerdo pasar horas mirando miles de currículos para la designación de los profesores. Fue todo muy desafiante. De hecho, los que se oponían al CBC en realidad decían que no se iba a poder implementar. Estaban esperando que fracasara la implementación, pero finalmente anduvo.

			Tal como puede advertirse, la creación del CBC estuvo enmarcada en una discusión sobre cómo procesar la demanda creciente de la sociedad por acceder a la educación superior. Sobre esta cuestión, Laura Musa explicaba:

			El CBC tenía que ser la manera de presentarte la universidad al alumno y para intentar resolver los déficits y las desigualdades en el nivel secundario. Algunos que estaban en contra del CBC nos hablaban de los modelos europeos donde hay un examen nacional para todo el país, donde obtenés un puntaje, y en función de ese puntaje podés estudiar medicina o pedagogía. Sin embargo, acá en la Argentina hay mucha desigualdad, la calidad de una escuela pública de La Matanza o del Nacional Buenos Aires es muy dispar y, por lo tanto, no habría igualdad de oportunidades si implementábamos ese modelo de puntajes. Cuando decíamos esto, los que estaban en contra del CBC nos decían populistas y que ahora iba a entrar cualquiera a la UBA. Sin embargo, yo creo que la universidad debe evaluar lo que efectivamente enseñó. Es decir, no puede evaluar la formación previa de los estudiantes porque no participó en ella y hay mucha desigualdad. 

			Entonces resolvimos que el CBC debía promover que los chicos tuvieran herramientas comunes, como un pensamiento científico. Así fuimos pensando las seis materias que eran básicas y que permitía lograr un piso común de conocimientos. Nosotros valorábamos mucho el CBC y lo concebíamos como el primer año de las carreras. No era un cursito suelto. Sin embargo, muchas facultades no le otorgaban valor y hasta decían que comenzaban a formar a sus estudiantes después de que terminasen el CBC.

			La implementación del CBC y las resistencias de algunas facultades, dieron lugar a procesos de negociación entre el rectorado y las unidades académicas, con el objeto de concertar una política institucional. Al respecto, Berardo Dujovne, decano normalizador de la Facultad de Arquitectura Diseño y Urbanismo entre 1983 y 1986, recordaba:

			Antes del CBC nosotros teníamos un primer año de la carrera que era bastante introductorio. Cuando empezó a circular el proyecto del CBC, había decanos que estaban a favor y otros en contra. Yo enseguida noté que no tenía sentido resistirse porque el proyecto iba a avanzar. Entonces tomé el toro por las astas y negocié bastante con el rector. Lo que negocié fue que el CBC de Arquitectura tuviera dos materias que eran fundamentales para la carrera, que eran Introducción a la arquitectura y Dibujo, y pedí que ambas queden bajo el control académico de la Facultad. Entonces, en ese momento lo que conseguimos fue que se reconociera el área del proyecto dentro de la universidad. De esta manera, para nosotros el CBC pasó a ser desde sus inicios el primer año de la carrera ya que teníamos un control académico real sobre las materias que nos interesaban. Luego, con los años, esto se fue desdibujando a medida que el CBC fue tomando cada vez más autonomía.

			Una unidad académica que manifestó un fuerte rechazo al proyecto del CBC fue la Facultad de Ciencias Exactas y Naturales. En aquel entonces, el reconocido epistemólogo y decano normalizador Gregorio Klimovsky manifestó su desacuerdo con dicha política. La exacerbación de este conflicto desencadenó la destitución de Klimovsky como decano normalizador. Sobre este episodio institucional, Pablo Jacovkis, decano de la Facultad de Ciencias Exactas y Naturales entre 1998 y 2006 recuerda:

			La relación entre la facultad y el Rectorado nunca fue muy buena y esto tiene varios años de historia. En su momento, Klimovsky siempre se opuso a la idea del CBC y en su lugar había intentado crear un curso de ingreso propio. Cuando finalmente lo destituyen a Klimovsky y el gobierno nacional designa a un nuevo interventor como decano normalizador, se produjo un cisma entre la facultad y el Rectorado. La destitución de Klimovsky la sentimos como una agresión muy fuerte y, de hecho, un grupo de estudiantes llamado Alianza de Estudiantes Independientes terminó ganando las elecciones en contra de la lista de Franja Morada. 

			La implementación del CBC implicaba reemplazar los antiguos sistemas de ingreso elaborados por cada unidad académica, que eran muy disímiles entre sí. Teresa Casparri, quien ejerció diversos cargos de gestión académica en la Facultad de Ciencias Económicas, recuerda:

			Durante esa época [1983-1986], yo estuve a cargo varios años del ingreso a la facultad, donde se tomaban dos exámenes y, a partir del decanato de Shuberoff se empezaron a tomar tres. Los alumnos venían a un curso durante los meses de enero y febrero donde se los preparaba para el examen. Los contenidos eran sobre economía, administración y contabilidad, para que luego los estudiantes pudieran elegir cuál carrera seguir. Ese curso funcionaba muy bien, pero después vino el CBC que sirvió para facilitar el ingreso y que no fuera tan violento el pase desde la escuela secundaria hacia la universidad.
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